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Eguiguren Praeli, Francisco. La libertad de expresion e informacidn, y el dere-
cho a la intimidad personal. Su desarrollo actual y sus conflictos. Lima: Pales-
tra, 2004.

Uno de los obstdculos que enfrenta la construccién del sistema constitucio-
nal en el Perd es el creciente desinterés de los ciudadanos respecto del pro-
ceso politico. Esta triste realidad fue alimentada durante la reciente dicta-
dura (1992-2000), cuando los medios de comunicacién masiva alejaron de
los peruanos la informacién necesaria para reflexionar sobre sus derechos y
adoptar decisiones politicas. En este contexto, resulta de especial trascen-
dencia para nuestro pafs la publicacién del libro La libertad de expresidn e
informacién, y el derecho a la intimidad personal. Su desarrollo actual y sus
conflictos del profesor Francisco Eguiguren Praeli.

Esta obra explica que las libertades de expresién e informacién han tras-
cendido de una dimensién esencialmente individual que comprende «la
potestad de toda persona de manifestar a los demds sus opiniones, ideas o
pensamientos»,’ hacia una dimensién social que incorpora «el derecho que
tienen las personas y la sociedad de ser receptores de la informacién u opi-
niones que otros emiten o producen, asi como el poder buscar informacién
y acceder a ella».2 Mediante su ejercicio, los ciudadanos pueden tomar con-
tacto con los problemas de la sociedad y de su tiempo, y, en virtud de su
derecho al autogobierno, participar en la adopcién de las correspondientes
soluciones. Por eso, tal como sostiene el autor, el derecho a estas libertades
es «el rasgo distintivo e (imprescindible) de una sociedad que pretende ser
calificada como democritica».?

Como la informacién y la expresién libre son inseparables de la demo-
cracia politica, las autocracias nacionales han utilizado distintos mecanis-
mos para suprimirlas. En 1921, por ejemplo, el régimen de la «Patria Nueva»
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encabezado por Augusto B. Leguia ocupé el diario La Prensa para suplan-
tatlo y editar una versién apdcrifa con el mismo nombre. Mds adelante, el
«Gobierno Revolucionario de las Fuerzas Armadas» (1968-1980) realizé la
confiscacién de diarios y la clausura de revistas de diversas tendencias, como
Caretas, Oiga, Equis X, ABC, Marka y El Tiempo. El régimen de Alberto
Fujimori, en cambio, empled otras herramientas. Este libro explica cémo
este gobierno se sirvié de la denigracién del proceso de amparo y de la
libertad de empresa para eliminar la discusién publica y la discrepancia
politica.

En 1997, la dictadura empezé a capturar el canal 2 de televisién, cance-
lando el titulo de naturalizacién a su accionista mayoritario. Enseguida, los
accionistas minoritarios presentaron «una curiosa accién de amparo para
reclamar el control de los érganos de direccién empresarial».* Cuando el
Poder Judicial —«cuya falta de independencia politica frente al régimen era
ostensible»—? les entregé la direccién del canal, este medio de comunica-
cién «asumié una inocultable identificacién politica con el régimen y su
campafia reeleccionista».® El amparo habfa dejado de ser un proceso urgen-
te de proteccién de los derechos para convertirse en un arma contra la liber-
tad de informacién.

Poco tiempo después, en el periodo previo a las elecciones del 2000, los
canales de televisién privada de sefial abierta silenciaron las manifestaciones
ptblicas contrarias al gobierno y, en nombre de la libertad de empresa, se
negaron a «permitir la contratacién de propaganda electoral pagada de los
partidos de oposicién».” Se traté de un agravio contra la libertad de infor-
maci6én porque, segin sostiene el profesor Eguiguren, la libertad de empre-
sa «no puede significar ni justificar cualquier acto o decisién de los propie-
tarios o de quienes dirigen una empresa dedicada a la difusién y comunicacién
social, como la cancelacién de un programa de televisién, la exclusién de un
periodista o la omisién de informaciones u opiniones que no coinciden con
la opcién politica o los intereses econémicos de los titulares de la organiza-
ci6n».® Por consiguiente, ningin disfraz juridico alcanza para esconder una
Vergonzosa autocensura.

El valor de las libertades de expresién e informacién para la vida civiliza-
da ha sido reconocido en numerosos textos constitucionales. En este libro,
el autor comenta el tratamiento que le han brindado las Constituciones de

*  Ibidem, p. 80.
5 Ibidem.
& Ibidem.
7 Ibidem, p. 82.
8 Ibidem.



Reseiias 441

Alemania, Colombia, Chile, Holanda, Ecuador, Espafia, Perti y Venezuela.
Asimismo, explica que este reconocimiento no se ha limitado a los 4mbitos
juridicos nacionales, pues ordenamientos como la Declaracién Universal de
los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politi-
cos, y la Convencién Americana sobre Derechos Humanos también esta-
blecen, como regla de conducta, el respeto y la proteccién de estas liberta-
des de las personas.

Sin embargo, a pesar de su importancia para la democracia politica, el
derecho a la libre expresién e informacién no es el dnico que se encuentra
protegido por el sistema constitucional. Por eso, tal como explica el profe-
sor Eguiguren, su ejercicio se encuentra sujeto a restricciones vdlidas. La
finalidad de estas limitaciones es armonizar las libertades de expresién e
informacién con el disfrute de otros derechos de las personas como la inti-
midad o la vida privada, el honor y la buena reputacién.

Aunque el derecho a la vida privada se encuentra ligado al surgimiento
mismo de la libertad y a «los aportes filoséficos del Liberalismo, elaborados
por autores anglosajones como John Locke, Robert Price y John Stuart Mill»,?
su desarrollo doctrinal se realizé durante el siglo XIX. En su trabajo titulado
«The right of privacy» (1890), Samuel Warren y Louis Brandeis establecie-
ron que este derecho se caracteriza «por el rechazo de toda intromisién no
consentida en la vida privada, sobre todo de los medios de comunicacién,
haciendo prevalecer las ideas de aislamiento y autonomia, especialmente en
aspectos como la vida doméstica y las relaciones sexuales».!® Mucho des-
pués, en 1965, recibié reconocimiento jurisprudencial cuando, en el caso
Griswold vs. Connecticut, «el Supremo Tribunal norteamericano definié el
derecho a la privacidad como un derecho auténomo y especifico».'' Sin
embargo, en el caso de personajes publicos y notorios, este derecho tiene
mirgenes de extensién mds restringidos, «en atencién a la funcién, labor o
actividad que desarrollan, que los coloca en una posicién mds expuesta a la
mirada o al interés de la colectividad».'? Por tal razén, segiin explica el
profesor Eguiguren, «se admite que, tratdindose de este tipo de personas,
ciertos hechos, situaciones o hébitos que normalmente se asumen como
reservados y protegidos por el derecho a la intimidad, puedan ser vélida-
mente objeto de divulgacién, sin necesidad de recabar el consentimiento
del titular, o incluso a pesar de su negativa, en consideracién a las implican-
cias que de ellos se derivan o por el interés de la colectividad en conocerlos,
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obviamente por razones que trascienden a la mera curiosidad, al dnimo de
chisme o al sensacionalismo informativo».” Luego de recordar sus origenes,
explicar sus alcances y comentar su tratamiento en diversos ordenamientos
constitucionales y en los pactos internacionales, el profesor Eguiguren de-
muestra que hoy el derecho a la intimidad y a la vida privada se encuentra
en riesgo de indefensién frente a los agravios que puede infligirle la bisque-
da, investigacién y difusién de informaciones.

Actualmente, el proceso de amparo presenta limitaciones practicas que
dificultan la proteccién rdpida indispensable del derecho a la intimidad,
pues «una vez que los terceros toman conocimiento de los hechos de cardc-
ter intimo o privado ya no hay forma de recuperar la reserva quebrantada y
la agresién devendria en irreparable desde el punto de vista estrictamente
constitucional». Pero un obstdculo mucho mayor, segin se afirma en esta
obra, es la interpretacién de la Comisién y la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos segtin la cual «no cabe que un juez dicte una medida que
implique la prohibicién o suspensién de difusién de una informacién ni
siquiera en salvaguarda de la intimidad personal, pues esto supondria una
forma de censura previa totalmente prohibida por la Convencién, que sélo
admite la responsabilidad ulterior»." Sin embargo, enfrentando esta tesis
en defensa del derecho a la intimidad, el profesor Eguiguren sostiene que
tanto la Convencién Americana de Derechos Humanos como la Constitu-
cién peruana son compatibles con una intervencién judicial preventiva o
cotrectiva «que pueda disponer la suspensién o prohibicién de la difusién
de ciertas informaciones por considerarlas violatorias de la intimidad perso-
nal y el derecho a la vida privada, cuando el juzgador —luego de realizar la
debida ponderacién— constate que no se trata de asuntos de indole ptibli-
ca o politica, o que no exista un legitimo interés general en su conocimiento
o divulgacién».'

Para proteger el derecho al honor y a la buena reputacién, dentro del
sistemna constitucional se exige el deber de veracidad a toda persona u orga-
nizacién que difunda una informacién. Asimismo, segtin la doctrina de la
real malicia, infringe este deber quien divulga informaciones a sabiendas de
su falsedad o «con temerario desinterés por verificar acerca de si eran verda-
deras o falsas».'® Este libro explica que esta doctrina fue creada por la Corte
Suprema de los Estados Unidos en el caso Sullivan vs. a New York Times
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(1964) y fue después reconocida por el méximo tribunal federal argentino
en el caso Pandolfi, Oscar R. contra Rajneri J.R. (1997). La jurisprudencia
colombiana, por su parte, ha establecido que también se contraviene el
deber de veracidad cuando un medio «no diferencia entre los hechos verda-
deros y los juicios de valor que tales hechos merecen a los comunicadores»'’
y cuando una noticia, pese a ser literalmente cierta, es presentada de «ma-
nera tal que induce al lector a conclusiones falsas o erréneas».'®

Por otro lado, es necesario recordar que el mantenimiento de la seguri-
dad interior y el orden publico en el sistema constitucional no puede servir
como pretexto para agraviar la libertad de expresién e informacién de las
personas. Por eso, la democracia politica resulta incompatible con la Doc-
trina de Seguridad Nacional, en cuyo nombre —durante la década del
1970— varios gobiernos latinoamericanos (en Argentina y Chile, por ejem-
plo) cometieron y justificaron «incontables atropellos y persecuciones en
contra de los opositores del régimen, de las organizaciones sociales auténo-
mas y de los esfuerzos progresistas».!” Segiin explica el autor, durante estos
gobiernos, «las libertades de expresién fueron muchas veces suprimidas o,
cuando menos, sufrieron severas restricciones para su adecuado ejercicio».?

El respeto de los derechos es una condicién indispensable para la demo-
cracia. El libro del profesor Eguiguren lo confirma, pues demuestra que el
derecho a la libertad de expresién e informacién permite a los ciudadanos
ejercer cabalmente su derecho a la participacién politica, pero no autoriza
la supresién de la intimidad, el honor y la reputacién de las personas. Por
eso, la lectura de esta obra contribuird, indudablemente, a la construccién
de un sistema constitucional en el Perd.
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